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RESUMEN
Se analiza en este trabajo la cuestión de si el denominado “homeschooling” encuentra
cabida en nuestro ordenamiento jurídico, para lo cual se analiza, en primer lugar, el art.
27 CE, que dispone que la enseñanza será básica y obligatoria, así como lo contemplado
por la LOE, que fija la escolarización obligatoria. Se aborda la cuestión a través de la
interpretación efectuada por nuestro Tribunal Constitucional en su Sentencia de 2010 y,
como conclusión se aportan una serie de propuestas en torno al reconocimiento o
incorporación del fenómeno, realizadas por asociaciones de nuestro país.
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2I. INTRODUCCIÓN
La educación es un tema de gran relevancia y, a la vez, de gran controversia en todas
las sociedades, incluido nuestro ordenamiento jurídico, recogiendo nuestro texto
constitucional la misma como un derecho social destinado a lograr una igualdad más
real y efectiva entre los ciudadanos e imponiendo, para lograr dicho fin, el deber a los
poderes públicos de garantizar el derecho de todos a la educación, así como que la
enseñanza básica sea obligatoria y gratuita.1
Comporta, a su vez, este derecho a la educación una serie de libertades, garantizando
el art. 27 CE en su apartado primero la libertad de enseñanza, en su apartado sexto la
libertad a las personas tanto físicas como jurídicas de creación de centros docentes y, en
lo que constituye objeto de este trabajo, el derecho de los padres a que sus hijos reciban
la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones en el
apartado tercero. Se trata, de esta forma, de una esfera de independencia otorgada a
estos individuos o grupos sociales siempre que la misma se lleve a cabo dentro de los
valores constitucionales.
Encuentra su encaje el derecho de los padres a educar a sus hijos conforme a sus
propias convicciones, por tanto, en el art. 27. 3 CE, que establece que <<Los poderes
públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la
formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones>> pero,
además, el mismo se encuentra interrelacionado con la libertad ideológica, religiosa y de
culto prevista en el art. 16 del texto constitucional. 2
Sin embargo, salvo la vida, ningún derecho ostenta el carácter de absoluto, de modo
que se analizarán en este trabajo también las limitaciones que el mismo pudiere
encontrar y, sobre todo, el conflicto que puede surgir entre la decisión de los padres,
titulares de este derecho, de no escolarizar a sus hijos y el interés superior del menor
que ha de tenerse en cuenta en todo momento y que son, en fin, los titulares de ese
derecho a la educación.
1 Art. 27. 4 y 5 CE “4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita. 5. Los poderes públicos garantizan el
derecho de todos a la educación, mediante una programación general de la enseñanza, con participación
efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes”
2 Art. 16 CE “Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades
sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público
protegido por la ley”
3Por tanto, como puede observarse, no resulta pacífico este derecho otorgado a los
padres, sino que nos encontramos ante una colisión que ocasiona un enfrentamiento
entre derechos fundamentales y bienes jurídicos protegidos “ex constitutione”, por
cuanto existe rechazo por parte de los padres a la escolarización de sus hijos, optando
por la educación en casa o el también llamado “homeschooling”. Se trata de un
fenómeno relativamente reciente que, sin embargo, ha aumentado significativamente y
que consiste en que son los padres quienes, por entender que no existe prohibición
constitucional alguna para ello, deciden educar a sus hijos no en un centro educativo (ya
sea privado o público) sino en su propio hogar o en escuelas no incorporadas al sistema
oficial de enseñanza.
En efecto, la Constitución Española fija en su art. 27 la enseñanza obligatoria, no así
la escolarización obligatoria, de modo que cabría la interpretación de la permisión de la
educación fuera de los centros docentes, pero, sin embargo, la LOE de 3 de mayo de
2006 sí que fija la escolarización obligatoria en su art. 4, igualando, de esta forma, los
términos “enseñanza obligatoria” a “escolarización obligatoria”.
Este posible conflicto entre normas lo abordaremos a través de la importante STC
133/2010, en la cual el Tribunal Constitucional ha tenido la oportunidad, por primera
vez, de pronunciarse sobre este asunto y ha dado una respuesta muy clara, que veremos
con posterioridad cuando analicemos con mayor detalle dicha sentencia pero que, a
grandes rasgos, supone la no aceptación del homeschooling como vía alternativa a la
educación en los centros docentes; respuesta que no encuentra total apoyo en la
sociedad, pues nos encontramos con numerosas asociaciones, e inclusive partidos
políticos, que defienden el homeschooling como una opción educativa más.
La educación ha constituido una preocupación constante no solo de los individuos
sino también de los dirigentes sociales, pues la misma se caracteriza por su gran poder
de transmisión de valores y por el hecho de que ese menor, que está siendo educado en
el presente, se va a convertir en un ciudadano en un futuro; ciudadano que deberá vivir
conforme a los valores y principios democráticos de convivencia y dentro del respeto a
las libertades fundamentales (art. 27. 2 CE).
A este respecto, en palabras de Santiago Catalá Rubio, “La clase política es
consciente de ello, de la importancia de la educación y de cómo, a través de la escuela
es posible formar, moldear e introducir variables en la conciencia individual y
4colectiva de la sociedad bajo su gobierno” convirtiéndose la escuela en un “reducto en
donde se siguen disputando las conciencias de los individuos” 3.
Como consecuencia de todo ello, y de este conflicto en el plano individual y social4,
han surgido en España numerosas asociaciones en defensa del homeschooling,
destacando entre ellas la Plataforma para la Libertad Educativa, la Asociación para la
Libre Educación (ALE) y la Coordinadora Catalana pel Reconeixement i la Regulació
de l’Educació en Familia (EeF).
Adjunto en este punto la noticia de “El Mundo” de fecha de febrero de 20155, que
tuvo lugar en Alicante a raíz de un punto de encuentro de niños homeschoolers y en  la
cual los portavoces de estas asociaciones ponen de relieve la importancia de distinguir
los términos “educar” y “escolarizar”, así como la situación actual del asunto en nuestro
país.
Con esta pequeña introducción he pretendido un acercamiento al fenómeno del
homeschooling y su complejidad, no solo en su regulación sino también en el ámbito
social, en el que se observa un crecimiento constante, para poder, a continuación,
adentrarnos en qué consiste el fenómeno del homeschooling, las diferentes
denominaciones que recibe, así como los argumentos jurídicos aducidos por los padres
para su constitucionalidad y encaje en el ordenamiento jurídico.
También y, sobre todo, analizaremos con detalle la regulación del fenómeno del
homeschooling, esto es, el marco constitucional de este derecho de los padres a optar
por la no escolarización de los hijos y la posible restricción o limitación efectuada por la
ley orgánica que desarrolla ese derecho y si dicha restricción resulta admisible desde el
punto de vista jurídico, respuesta que vendrá dada fundamentalmente por la STC de 2
de diciembre de 2010.
Con el análisis de dichos textos legales daremos respuesta a la pregunta de si el
fenómeno del homeschooling tiene cabida en nuestro ordenamiento y de si, en caso de
no tenerla conforme a la ley, resulta dicha solución apropiada o no, pues debemos de
partir del hecho de que la legítima escolarización obligatoria no implica que la misma
3 Catalá Rubio, Santiago. Sistema educativo y libertad de conciencia. Alderabán. Madrid. 2009
4 Redondo, A.M. Defensa de la Constitución y enseñanza básica obligatoria (Integración educativa
intercultural y homeschooling). Institut de Dret Públic- Tirant lo Blanch. Valencia. 2003
5 http://www.elmundo.es/espana/2015/02/16/54e0cf70e2704e6c038b4586.html
5sea el único medio posible de acceso a la educación ni que en la misma se agote la
imperativa educación impuesta por la Constitución del 78.
II. EL FENÓMENO DEL HOMESCHOOLING
1. Concepto
Se trata este de un trabajo relativo a la educación en el hogar, de modo que resulta
preciso tener claro en qué consiste o, al menos y como consecuencia de la falta de
consenso en este punto, poder conocer qué es lo que pretenden los padres y defienden
en representación de éstos las asociaciones existentes en nuestro país, pudiendo de esta
forma acercarnos al concepto más apropiado de este fenómeno.
En este punto, nos encontramos con que el fenómeno del homeschooling resulta
complejo de delimitar por cuanto no existe consenso si quiera entre las familias
practicantes del mismo, aunque cabe destacar como característica esencial la no
delegación de la educación de los menores en las autoridades o centros educativos.
Vendría a consistir el homeschooling en una asunción de forma directa y exclusiva
por parte de los padres de la responsabilidad sobre la formación académica de sus hijos,
no delegando, por tanto, la responsabilidad en este punto en los centros docentes del
sistema oficial de enseñanza, ya sean estos públicos o privados. Sin embargo, pese a ser
este el supuesto más común en la práctica, no puede afirmarse que consista en la
asunción de forma “directa y exclusiva”, pues también está el supuesto de un tipo de
homeschooling intermedio que no resulta tan rígido.
La falta de consenso sobre la denominación de este fenómeno se debe precisamente a
las dudas que se han generado a nivel conceptual. La RAE no recoge dicho término, de
modo que se hace preciso acudir a otras fuentes.
Patricia Line define el homeschooling de la siguiente manera “aquella instrucción o
aprendizaje que consiste en una actividad planificada, que tiene lugar primordialmente
en el hogar con un padre o madre que actúan como supervisores y con uno o más
alumnos que son miembros de la misma familia” 6.
Sin embargo, esta conceptuación no resulta apropiada, pues en ocasiones no son los
padres quienes asumen de forma directa esta educación, sino, y como podía observarse
6 Lines, Patricia: “Home Instruction: The size and growth of the movement” Eds. Jane Van and Mary
Anne Pitman. 1991. Pág. 10
6en la noticia de El Mundo aportada con anterioridad, existen en la actualidad centros en
los cuales niños homeschoolers se reúnen para realizar actividades educativas o
deportivas.
Para Cristina López Sánchez, profesora titular de Derecho Civil, el homeschooling
vendría a consistir en “la enseñanza en casa donde puedan los padres educar a sus
hijos conforme a sus convicciones y de la manera que ellos consideren óptima” o como
“la educación de los niños en edad escolar en casa en vez de en la escuela” 7.
Para la asociación ALE resultaría apropiado denominar el homeschooling como
“educación en casa”, mientras que la asociación EeF considera más apropiado el
término “educación en familia”, justificándolo en que la educación no se recibe
únicamente en el hogar, esto es, en la vivienda familiar, sino que puede tener lugar la
misma en lugares específicos de encuentro.
En este trabajo empleamos, por tanto, por resultar el término más neutro
“homeschooling”, sin olvidar que lo verdaderamente trascendente del fenómeno no es el
concepto que al mismo se le pueda dar, sino la finalidad que se persigue, para lo cual sí
existe cierto consenso entre las familias que optan por la no escolarización de sus hijos.
Antes de nada, hay que apuntar que el homeschooling no supone una situación de
absentismo escolar ni una dejación en modo alguno de los deberes constitucionales
impuestos a los padres, sino de una opción educativa en la que son ellos mismos
quienes de forma consciente deciden educar a sus hijos fuera del sistema educativo
diseñado por el ordenamiento jurídico.
2. Motivos
Podría decirse que los motivos para optar por la educación en el hogar son tantos
como familias que optan por el homeschooling hay, de modo que sin ánimo de
exhaustividad, mencionaremos los motivos más trascendentes o alegados.
Como consecuencia de la no imposición por parte de nuestro texto constitucional de
la escolarización obligatoria, las familias aducen la legalidad del mismo, así como
razones de carácter pedagógico, religioso o ideológico, la falta de disciplina o la mala
calidad de los centros educativos o la consideración de esta opción educativa como más
7 Véase “Patria Potestad y derecho a la educación a propósito del homeschooling”, de la profesora de la
UMH de Elche Cristina López Sánchez
7adecuada para la mejor adquisición de conocimientos y habilidades por parte de sus
hijos, así como motivos psicológicos relacionados con el bullying o la fobia a la escuela
o razones incluso de lazos familiares. 8
Existe, con carácter general, un descontento por parte de los padres con respecto al
sistema educativo actual, de modo que se pretende educar a los mismos en unos valores
ajenos a este sistema, en donde el protagonista es el propio menor, el cual aprende
conforme a sus necesidades y de forma individualizada.
3. Tipos
Los tipos de homeschooling con que podemos encontrarnos pueden resumirse en
dos: 1) Educación curricular en el hogar y 2) Educación libre o no escolarizada.
El primer tipo, esto es, la educación curricular en el hogar, consiste en que los
menores están matriculados en algún centro a distancia de manera que siguen el
currículum oficial establecido por el Ministerio de Educación. Tienen horarios similares
o iguales a los fijados en los centros educativos y la educación que reciben utiliza como
fuentes los libros empleados por los centros. Por tanto, se reconoce y acepta este
8 Carlos Cabo en su tesis doctoral “El homeschooling en España: descripción y análisis del fenómeno”
fija como los diez motivos más frecuentes los siguientes:
<< 1º.- La falta de capacidad de la escuela para enseñar y educar adecuadamente a los niños, y la
convicción de que son las familias las mejor situadas para llevar a cabo esta tarea.
2º.- Las ventajas que, en forma de reforzamiento de los lazos familiares, se derivan de la puesta en
práctica de esta opción educativa. El homeschooling permite, entre otras cosas, que los padres
permanezcan mucho tiempo al lado de sus hijos.
3º.- La dificultad de la escuela para abordar la enseñanza de forma individualizada, y la posibilidad que
tiene la educación en casa de hacerlo de forma personalizada, adaptándose al ritmo de aprendizaje de cada
niño en particular.
4º.- La incapacidad de la escuela para despertar en los niños el interés por el aprendizaje. En positivo, por
considerar que los estímulos que recibe el niño con la educación en casa son muy superiores a los
recibidos en la escuela.
5º.- Los beneficios que, en forma de flexibilidad horaria, se derivan de la práctica del homeschooling
(viajes, visitas, realización de actividades diversas, etc.).
6º.- El deseo de los padres de legar a los hijos sus valores y su modelo de vida familiar.
7º.- La convicción de las familias de que la educación de los hijos es competencia suya y no del Estado.
8º.- El propósito de las familias de proteger al niño de riesgos y peligros externos como el alcohol, el
tabaco, las drogas, los círculos de amistades peligrosas, además de resolver la desatención, el
menosprecio, la marginación y la violencia que sufre el niño en la escuela.
9º.- La incapacidad de la escuela para resolver determinadas necesidades educativas especiales de los
niños, como la dislexia, la discalculia, los problemas de psicomotricidad, los problemas de
comportamiento, la sobredotación, etc.
10º.- El inadecuado régimen disciplinario puesto en práctica por la escuela, al que la familia considera, en
unos casos, excesivamente riguroso y, en otros, excesivamente permisivo>>
8currículum fijado por las instituciones, educando al menor en el hogar de acuerdo con la
estructura que ha sido fijada por el Estado.
Por su parte, la educación libre o no escolarizada (unschooling) se basa en la no
matriculación del menor en centro alguno, así como el no seguimiento de currículum
fijado por las instituciones. Fue definida la misma por Philip H. Cooms en su libro La
crisis mundial de la educación como “toda actividad organizada, sistemática,
educativa, realizada fuera del sistema oficial, para facilitar determinadas clases de
aprendizaje con campos particulares de población”9.
Ahora bien, y como tercer tipo de educación en el hogar, nos encontramos con que
en la práctica ha sido más frecuente la utilización de formas intermedias más flexibles
que estas dos comentadas.
4. Métodos
Los métodos empleados también resultan numerosos, de manera que simplemente y
con fines de ilustrar cuáles son los más comunes, haremos una breve mención a los
mismos. Para ello, resulta altamente ilustrativa la explicación dada por diferentes padres
homeschoolers en la página web de homeschoolingspain10.
El método más común y extendido es el de la educación clásica, consistente en tres
puntos o ejes esenciales “gramática, dialéctica y retórica”. Otro método similar a este
sería el de Charlotte Mason, en donde la educación  se concibe como sinónimo de
relacionarse y en donde el estudio ha de darse únicamente por la mañana, dedicándose
las tardes al tiempo libre y a actividades útiles para el menor.
Otro método de educación en el hogar sería el método Waldorf, que distingue tres
etapas: a) desde el nacimiento hasta los 7 años; b) desde los 7 años hasta los 14; c)
desde los 14 hasta los 21 años. En la primera etapa el niño se dedicaría principalmente a
jugar e imitar, en la segunda a desarrollar y controlar las emociones y en la tercera ya
aprendería materias de contenido intelectual.
Otros métodos serían el método Montessori (caracterizado por la observancia del
menor para poder conocer cuáles son sus necesidades, sin fijación de objetivos
9 Herrera Menchén, Mºdel Mar: <<La educación no formal en España>> en Revista de estudios de
juventud nº74, septiembre de 2006
10 www.homeschoolingspain.com
9académicos concretos) o el aprendizaje autónomo o unschooling (se considera que no es
necesario un proceso de enseñanza y, por ello, no hay una imposición de contenidos,
pues cada niño aprenderá aquello que necesite).
Por lo que respecta a la escolarización a distancia, algunos consideran que no se trata
propiamente de un método de homeschooling, por cuanto a través de la misma se
obtiene un título oficial si se cumplen las condiciones de residir en el extranjero, de
encontrarse en situación de itinerancia o de actividades especiales y únicamente a través
del CIDEAD.11
III. REGULACIÓN DE LA EDUCACIÓN EN CASA
1. La Constitución Española de 1978
Tal y como se dijo en la introducción del presente trabajo, el precepto constitucional
en el cual se ampara el fenómeno del homeschooling es el art. 27 CE12, cuyo párrafo
tercero reconoce el derecho de los padres a que sus hijos reciban la formación religiosa
y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
En conexión con el mismo encontraríamos el art. 16 CE, que declara la libertad
ideológica, religiosa y de culto, y ello porque este derecho de los padres contemplado en
el texto constitucional vendría a consistir en una manifestación de la libertad de
creencias recogida en el art. 16 que operaría en el ámbito educativo con la finalidad
específica vista, que es educar a sus hijos conforme a sus propias convicciones.
Ahora bien, pese a esta conexión, debe tenerse claro que estamos hablando de
preceptos autónomos y de un análisis de los mismos nos encontramos con que el
derecho a la educación es un derecho fundamental que tiene como finalidad, tal y como
11 http://www.cidead.es/
12 El art. 27 CE es un precepto extenso y no exento de discusiones. Destacamos en este punto sus seis
primeros párrafos, que establecen lo siguiente:
“1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los
principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la
formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación
general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros
docentes.
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del
respeto a los principios constitucionales”
10
dispone el párrafo segundo, el pleno desarrollo de la personalidad humana, en el respeto
siempre de los principios democráticos de convivencia y de los derechos y libertades
fundamentales.
Ahora bien, como puede observarse, no se pronuncia nuestro texto constitucional
sobre el fenómeno del homeschooling, ni sobre su admisión ni sobre su rechazo. Se
limita la Constitución a fijar la enseñanza como “obligatoria y gratuita”, no
pronunciándose tampoco sobre si esa enseñanza obligatoria supone una escolarización
obligatoria, de modo que no deriva de la Constitución la obligación de que la enseñanza
deba llevarse en escuelas oficiales.
Luís Prieto Sanchís13, Catedrático de Filosofía del Derecho en la Universidad de
Castilla-La Mancha, opina que “Todo lo que la Constitución no prohíbe u ordena debe
reputarse en principio jurídicamente permitido, y la extensión a esa esfera de inicial
permisión de normas imperativas que limitan la libertad requiere un respaldo que
pueda o deba ser protegido en un Estado de derecho y cuya garantía exija un cierto
sacrificio de libertad”, de modo que, en principio, podría partirse de la base de que el
homeschooling encontraría cabida en nuestro ordenamiento jurídico por no estar
prohibido por nuestro texto constitucional.
Además, y como consecuencia de la responsabilidad principal de los padres con
respecto a la educación y asistencia de sus hijos en el art. 39. 3 CE14, para Madalen
Goiria Montoya debería ampararse el derecho de los padres a educar a sus hijos fuera de
los centros homologados y no restringirlo de tal manera que se convierta en una
obligación.15
2. Instrumentos Internacionales
La CE establece en su art. 10.2 que <<Las normas relativas a los derechos
fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de
conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y los tratados y
13 L. Prieto Sanchís. <<La limitación de los derechos fundamentales y la norma de clausura del sistema de
ibertades>> en Derechos y Libertades, número 8, 2000, pág. 465 y ss
14 Art. 39.3 CE “Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del
matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda”
15 En palabras de la autora del libro “La opción de educar en casa. Implantación social y encaje del
homeschool en el ordenamiento jurídico español” <<La imposición de la escolarización obligatoria y la
ausencia de reconocimiento de libertad de los padres para ejercitar ese derecho primordial, a través de
la educación en casa, nos lleva a concluir que el original derecho ha sido reconvertido simple y
llanamente en una obligación>>.
11
acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificadas por España>>, de
modo que analizamos la adecuación a los mismos y los diferentes niveles de garantía
que se le otorga a este derecho de los padres.
2.1 La Declaración Universal de Derechos Humanos
El art. 26.1 DUDH establece, al igual que lo hace nuestro texto constitucional, que
todos tienen derecho a la educación, y que dicha educación deberá ser gratuita, al menos
en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental, la cual será obligatoria.
Fija, además, en su apartado tercero que “los padres tendrán derecho preferente a
escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos”.
Como vemos, se alude a dos conceptos diferentes, los de “educación” e
“instrucción”, identificándose este último con la escolarización.
2.2 Los Pactos de Nueva York
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) recoge este derecho
como derecho titularidad de los padres en su art. 18.4, precepto que viene a establecer lo
siguiente “Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la
libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos
reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias
convicciones” siendo, como vemos, un derecho que ha de ser garantizado por los
Estados.
El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC),
por otro lado, recoge este derecho en su art. 13. 2, precepto que establece que “Los
Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno
ejercicio de este derecho: a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a
todos gratuitamente”, refiriéndose este texto a la “enseñanza primaria” como enseñanza
asimilada a escolaridad, pues se entiende la misma dentro de un sistema educativo (la
escuela) y se garantiza que la misma sea obligatoria y gratuita al menos para los años
correspondientes a primaria.
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Como consecuencia de ello, en el apartado tercero de ese mismo precepto lo que se
prevé es la libertad de los padres de escoger de entre las escuelas distintas de las creadas
por las autoridades públicas.16
2.3 La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea
Recoge la CDFUE el derecho de toda persona a la educación en su art. 14, y nos dice
el mismo que este incluye la facultad de recibir gratuitamente la enseñanza obligatoria.
En su apartado tercero dispone que “Se respeta, de acuerdo con las leyes nacionales
que regulen su ejercicio […] el derecho de los padres a garantizar la educación y la
enseñanza de sus hijos conforme a sus convicciones religiosas, filosóficas y
pedagógicas”, empleando dicho texto ambos términos de forma conjuntiva, esto es,
cuentan los padres con el derecho de educar y enseñar a sus hijos conforme a sus
propias convicciones, incluyendo también, a diferencia de nuestro texto constitucional,
las convicciones pedagógicas.
2.4 Convención de los Derechos del Niño
Dispone el art. 28. 1 CDN que “Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a
la educación y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de
igualdad de oportunidades ese derecho, deberán en particular: a) Implantar la
enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos”, de modo que todo niño tiene
derecho a la educación, siendo una obligación del Estado la de asegurar por lo menos la
educación primaria gratuita y obligatoria.
Además, el art. 29 en su párrafo segundo nos dice que “Nada de lo dispuesto en el
presente artículo o en el artículo 28 se interpretará como una restricción de la libertad
de los particulares y de las entidades para establecer y dirigir instituciones de
enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 del
presente artículo y de que la educación impartida en tales instituciones se ajuste a las
normas mínimas que prescriba el Estado”.
16 Art. 13.3 PIDESC “Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los
padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las
creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado
prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación
religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones”
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En conexión con estos preceptos, adoptarán los Estados Partes “todas las medidas
administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos
reconocidos en la presente Convención” (art. 4 CND), fijándose, además, una
obligación de respetar las responsabilidades, derechos y deberes de los padres (art. 5
CND)
Además, el art. 1417 CDN establece la libertad de pensamiento, conciencia y religión
del menor, siempre bajo la dirección de su padre y madre y el art. 18 nos dice que es
responsabilidad de los padres y madres la crianza de los niños y deber del Estado
brindar la asistencia necesaria en el desempeño de sus funciones.18
En conclusión, como vemos, a diferencia de los anteriores instrumentos
internacionales, la CDN no parte de un derecho de los padres, sino que establece el
derecho de los niños a la educación y la obligación por parte del Estado de asegurar al
menos la educación primaria, que deberá ser gratuita y obligatoria, respetando siempre
las facultades concedidas a los padres. Por tanto, los menores se convierten en sujetos
de derecho, y los padres en responsables de esos derechos reconocidos al menor.
2.5 Convención contra las Discriminaciones en la Enseñanza
Establece el art. 4 de dicha Convención de los Estados Partes se comprometen a
“Hacer obligatoria y gratuita la enseñanza primaria, generalizar y hacer accesible a
todos la enseñanza secundaria en sus diversas formas; hacer accesible a todos, en
condiciones de igualdad total y según la capacidad de cada uno, la enseñanza superior;
velar por el cumplimiento por todos de la obligación escolar prescrita por la ley”.
17Art. 14 CDN “1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad de pensamiento, de
conciencia y de religión. 2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los padres y, en su
caso, de los representantes legales, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de modo conforme a la
evolución de sus facultades. 3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estará
sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el
orden, la moral o la salud públicos o los derechos y libertades fundamentales de los demás”
18 Art. 18 CDN “1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del
principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo
del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad primordial
de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño. 2. A
los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la presente Convención, los Estados
Partes prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los representantes legales para el desempeño de
sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño y velarán por la creación de instituciones,
instalaciones y servicios para el cuidado de los niños. 3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas para que los niños cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e
instalaciones de guarda de niños para los que reúnan las condiciones requeridas”
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3. Regulación legal
Ahora bien, pese a que de lo dicho con anterioridad pueda extraerse la conclusión de
que la CE no prohíbe de forma expresa la educación en casa, nos encontramos con que,
en nuestro ordenamiento, el derecho a la educación ha sido objeto de desarrollo a través
de ley orgánica.
En un primer momento, la LODE19 establece en su art. 1 que “Todos los españoles
tienen derecho a una educación básica que les permita el desarrollo de su propia
personalidad y la realización de una actividad útil a la sociedad. Esta educación será
obligatoria y gratuita en el nivel de educación general básica y, en su caso, en la
formación profesional de primer grado”, sin llegar a asimilar los conceptos de
“enseñanza obligatoria” y “escolarización obligatoria”.
Con posterioridad, la LOGSE20 sería la primera en igualar de forma expresa
“enseñanza” y “escolarización”, pues fijaba la escolarización obligatoria por un periodo
de diez años (de entre los seis a los dieciséis años) y seguiría sus pasos la LOCE21, que
en su art. 9 comprendía la escolarización obligatoria desde los 6 hasta los 16 años.
La ley vigente en estos momentos (LOE)22 establece, por un lado, en su art. 3. 3 que
“La educación primaria y la educación secundaria obligatoria constituyen la educación
básica” y en su art. 4.1, por otro lado, que “La enseñanza básica a la que se refiere el
artículo 3.3 de esta Ley es obligatoria y gratuita para todas las personas”
estableciendo, además, en su párrafo segundo que “la enseñanza básica comprende diez
años de escolaridad y se desarrolla, de forma regular, entre los seis y los dieciséis años
de edad”23.
19 Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación
20 Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo
21 Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación
22 Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. Dicha ley ha sido objeto de modificación por la Ley
Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para la Mejora de la Calidad Educativa, aunque la misma no ha
introducido modificaciones en torno a la escolarización obligatoria.
23 Art. 4 LOE “1. La enseñanza básica a la que se refiere el artículo 3.3 de esta Ley es obligatoria y
gratuita para todas las personas. 2. La enseñanza básica comprende diez años de escolaridad y se
desarrolla, de forma regular, entre los seis y los dieciséis años de edad. No obstante, los alumnos tendrán
derecho a permanecer en régimen ordinario cursando la enseñanza básica hasta los dieciocho años de
edad, cumplidos en el año en que finalice el curso, en las condiciones establecidas en la presente Ley.
3. Sin perjuicio de que a lo largo de la enseñanza básica se garantice una educación común para los
alumnos, se adoptará la atención a la diversidad como principio fundamental. Cuando tal diversidad lo
requiera, se adoptarán las medidas organizativas y curriculares pertinentes, según lo dispuesto en la
presente Ley”
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De esta forma, nos encontramos con que no existe vacío legal con respecto al
homeschooling, pues si bien es cierto que la CE deja la cuestión abierta, la LOE se
encarga de cerrarla al establecer una obligación positiva de escolarizar a los menores en
edades comprendidas entre seis y dieciséis años de edad, siendo voluntaria, por su parte,
la escolarización de los menores que se encuentren en las edades de tres a seis años.24
Además, se le impone el deber a cualquier persona o autoridad de poner en
conocimiento de las autoridades públicas competentes la no escolarización o no
asistencia al centro escolar de forma habitual y sin justificación de un menor en caso de
tener conocimiento de ello (Art. 13.2 LOPJM), y ello porque la escolarización total se
considera la mejor opción para proteger los intereses del menor y asegurar el igual
derecho a la educación.
De esta forma, y como consecuencia de esta línea continuista del legislador de
materializar el derecho de educación en una obligación de escolarización, nos
encontramos con que en la actualidad la práctica del homeschooling se encuentra al
margen de la ley, solución cuestionada por quienes entienden que a través de la
educación en casa se está dando cumplimiento a los fines del sistema educativo fijados
por dicha ley. 25
24 Art. 12. 1 y 2 LOE “1. La educación infantil constituye la etapa educativa con identidad propia que
atiende a niñas y niños desde el nacimiento hasta los seis años de edad. 2. La educación infantil tiene
carácter voluntario y su finalidad es la de contribuir al desarrollo físico, afectivo, social e intelectual de
los niños”
25 El art. 2 LOE establece como fines del sistema educativo español los siguientes:
“a) El pleno desarrollo de la personalidad y de las capacidades de los alumnos.
b) La educación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales, en la igualdad de derechos y
oportunidades entre hombres y mujeres y en la igualdad de trato y no discriminación de las personas con
discapacidad.
c) La educación en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de
convivencia, así como en la prevención de conflictos y la resolución pacífica de los mismos.
d) La educación en la responsabilidad individual y en el mérito y esfuerzo personal.
e) La formación para la paz, el respeto a los derechos humanos, la vida en común, la cohesión social, la
cooperación y solidaridad entre los pueblos así como la adquisición de valores que propicien el respeto
hacia los seres vivos y el medio ambiente, en particular al valor de los espacios forestales y el desarrollo
sostenible.
f) El desarrollo de la capacidad de los alumnos para regular su propio aprendizaje, confiar en sus
aptitudes y conocimientos, así como para desarrollar la creatividad, la iniciativa personal y el espíritu
emprendedor.
g) La formación en el respeto y reconocimiento de la pluralidad lingüística y cultural de España y de la
interculturalidad como un elemento enriquecedor de la sociedad.
h) La adquisición de hábitos intelectuales y técnicas de trabajo, de conocimientos científicos, técnicos,
humanísticos, históricos y artísticos, así como el desarrollo de hábitos saludables, el ejercicio físico y el
deporte.
i) La capacitación para el ejercicio de actividades profesionales
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Por tanto, a mi parecer se ha producido una interpretación restrictiva por parte del
legislador ordinario, por cuanto se ha entendido la libertad de enseñanza como una
libertad que debe darse dentro del sistema oficial, esto es, dentro del propio sistema, no
admitiendo como consecuencia la práctica del denominado homeschooling.
4. Jurisprudencia
4.1 Jurisprudencia anterior a la STC 133/2010 de 2 de diciembre
4.1.1 Asunto “Niños de Dios”
En una línea contraria a lo que el TC en 2010 resolvería con respecto a la opción
educativa del homeschooling, nos encontramos en el año 1994 con dos sentencias de
gran trascendencia que resuelven sobre el mismo asunto pero en órdenes diferentes.26
Los hechos que dan lugar al pronunciamiento de estas dos sentencias son los
concernientes al caso denominado “Niños de Dios”, en donde los padres de 23 menores
de edad se oponen a la escolarización de sus hijos en un centro oficial por entender que
los menores están recibiendo una educación integral a través de la asociación que recibe
el nombre “Niños de Dios”.
La Dirección General de Atención a la Infancia, ante esta situación de oposición a la
escolarización de los menores, pone los hechos en conocimiento del Juzgado de Primera
Instancia de Barcelona y solicita la declaración de desamparo y la consiguiente asunción
de la tutela legal de los menores por parte de la Generalitat.
Entiende el Juzgado de Primera Instancia que se produce en este caso una
vulneración del art. 27.3 CE por pertenecer los padres de los menores a la secta “Niños
de Dios” y por entender, además, que la no escolarización estaba privando a los
menores de su derecho a una educación integral. Se considera, por tanto, que existe una
dejación de los deberes paterno-filiales y se le concede la tutela legal de los menores a
la Generalitat.
j) La capacitación para la comunicación en la lengua oficial y cooficial, si la hubiere, y en una o más
lenguas extranjeras.
k) La preparación para el ejercicio de la ciudadanía y para la participación activa en la vida económica,
social y cultural, con actitud crítica y responsable y con capacidad de adaptación a las situaciones
cambiantes de la sociedad del conocimiento”
26 La STC 260/1994, de 3 de octubre abarcaría la cuestión civil relativa a la situación de desamparo,
mientras que la STS 1669/1994, de 30 de octubre se pronunciaría desde una perspectiva penal en base a
los delitos de estafa, lesiones, fundación de centro de enseñanza ilegal y asociación ilícita.
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Los padres recurrirían en apelación, resolviendo el Tribunal de apelación que, en
realidad, no había quedado probado que la asociación “Niños de Dios” fuese una secta,
de modo que la situación de desamparo declarada por el Tribunal de instancia no se
producía y debía, por tanto, respetarse el derecho de los padres a que sus hijos
recibieran la formación religiosa y moral que estuviese de acuerdo con sus propias
convicciones, pues “la formación educativa, realizada al margen del sistema de
enseñanza oficial, está asegurada por un sistema educativo propio, perfectamente
aceptable en el ámbito de libertad diseñado por la Constitución”27.
Recurriría la Generalitat a través del recurso de amparo por vulneración de los
apartados 1, 2, 3, 4 y 5 del art. 27 CE, por cuanto se impedía la escolarización de los
menores en centros públicos homologados y por entender que el derecho a la libertad
religiosa de los padres ha de encontrar como límite el derecho de los menores a recibir
una educación integral.
Por su parte, el Ministerio Fiscal alegó que “El art. 27. 4 no significa que la
enseñanza tenga que realizarse de la manera establecida por el Estado, porque puede
recibirse de otra forma siempre que se obtengan los mismos resultados […] sin que la
diferencia en la forma de recibir la educación suponga por sí misma una vulneración
del derecho fundamental”.
Finalmente, los padres alegan que la educación integral de los menores no es tarea
exclusiva del Estado que deba llevarse necesariamente a través de centros homologados,
sino que entienden que la educación de los menores puede producirse dentro del núcleo
familiar sin que suponga ello una vulneración del texto constitucional ni una dejación de
sus deberes paterno-filiales, pues a través de la educación proporcionada a los menores
en el hogar se obtiene el mismo resultado que en los centros homologados. No existe,
para los padres, una desatención ni un abandono del menor.
Resolvió el TC en sentencia 260/1994 de 3 de octubre desestimando los recursos de
amparo acumulados sin pronunciarse sobre el fondo del asunto, pues se limitaría el
Tribunal a establecer en su FJ 2º lo siguiente “Los Autos impugnados […] no han
impedido la escolarización de los menores -único supuesto en el que tal derecho podría
27 Redondo, Ana María. Defensa de la Constitución y enseñanza básica obligatoria (Integración
educativa intercultural y homeschooling). Institut de Dret Públic- Tirant lo Blanch. Valencia. 2003
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entenderse conculcado-, sino que, simplemente, se han limitado a rechazar que la
situación escolar de los menores justifique la asunción de su tutela por la Generalidad.
La situación escolar, por tanto, no es, para la Audiencia,  circunstancia que, en el caso,
justifique las medidas administrativas de tutela, y correspondiente desposesión de la
patria potestad, adoptadas por la Generalidad, sin que ello signifique, sin embargo,
que se prive a los niños de su derecho a la educación. Con la privación de la tutela no
ve cercenadas o anuladas la Generalidad sus facultades en orden al aseguramiento de
la debida escolarización de los menores, ni éstos su derecho a ser escolarizados, pues
los Autos recurridos se limitan a dejar sin efecto la declaración de desamparo y la
asunción de la tutela, sin que en modo alguno se desprenda de sus partes dispositivas
que la Generalidad no pueda servirse de los instrumentos de los que legalmente está
dotada para hacer efectiva la escolarización a la que todo menor tiene derecho y a
cuya verificación vienen obligados quienes de ellos son responsables. Sólo en el caso
de que efectivamente se impidiera el ejercicio de aquel derecho habría que entender
vulnerado el derecho invocado por la actora, lo que no se deduce de los supuestos de
autos”.
Por lo que respecta a la STS 1669/1994 de 30 de octubre, nos encontramos con que
se acepta la posibilidad de optar por modelos educativos distintos de los oficiales, pues
entiende el Tribunal que resulta compatible la obligación del Estado de favorecer el
derecho a la educación con el derecho de los padres a educar a sus hijos en casa,
siempre que en el hogar se les proporcione la formación necesaria. Entiende el Tribunal
que existe la posibilidad de crear centros docentes fuera del marco de las enseñanzas
regladas y, por tanto, tiene cabida la opción del homeschooling en nuestro
ordenamiento, y ello porque para el Alto Tribunal el papel del Estado consiste,
principalmente, en favorecer el derecho a la educación, así como facilitar cualquier tipo
de recurso, supervisar y velar por el cumplimiento, sin que exista más límite que el
infranqueable de los principios constitucionales.28
28 STS 1669/1994 (FJ 4º) “Las previsiones del legislador en materia educativa se mueven entre la libertad
de enseñanza y el derecho de los padres para que los hijos reciban la formación religiosa y moral de
acuerdo con sus convicciones y la libertad de creación de centros docentes. En este terreno se crea un
amplio marco que permite variadas opciones educativas, si bien hay una frontera que el legislador
considera insuperable: toda tarea educativa se debe desarrollar dentro del respeto a los principios
constitucionales. Las técnicas educativas y los modelos pedagógicos pueden ser diversos pero en ningún
caso sobrepasar las líneas necesariamente inmodificables, de los valores constitucionales”
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No se centra, sin embargo, en el fondo del asunto, sino que únicamente entra a
analizar si la no escolarización de los menores supone o no un ilícito penal, pues
entiende que el Derecho Penal debe mantenerse alejado de los debates acerca de la
idoneidad de los métodos pedagógicos o modelos educativos.
Considera, además, el Tribunal que “proclamar la superioridad de un sistema
educativo sobre otro nos lleva necesariamente a valernos de juicios de valor basados
en presupuestos psicológicos, sociológicos, culturales y morales que abre un debate
siempre inacabado  que en todo caso, debe mantenerse en el plano científico sin olvidar
sus ribetes de neto contenido político” (FJ 3º).
4.1.2 Otros pronunciamientos anteriores a la STC 133/2010 de 2 de diciembre
Con posterioridad al caso “Niños de Dios” ha habido algunas sentencias que se han
pronunciado sobre la escolarización obligatoria de los menores y la posibilidad de la
opción educativa del homeschooling.
En 1996, la Audiencia Provincial de Granada dictaría las sentencias 112/1996 y
132/1996, a través de las cuales puede apreciarse las diferentes respuestas dadas por
parte de los tribunales en esta materia dependiendo de las circunstancias específicas que
se aprecien caso por caso, por cuanto en la primera se considera que no debe condenarse
a una madre por la no escolarización de su hija por entender que no se produce
abandono alguno, y ello porque aunque la niña no estaba escolarizada sí que estaba
recibiendo educación en una asociación dedicada a ello; mientras que en la segunda se
condena a los padres del menor a 15 días de arresto menor por considerarse que estamos
ante una situación de absentismo, y ello porque los padres no proporcionaban educación
al menor alegando que era incompatible con su situación laboral.
En el mismo año se pronunciaría la Audiencia Provincial de Barcelona en sentencia
de 14 de febrero entendiendo que “la formación educativa efectuada al margen de la
enseñanza oficial es perfectamente aceptable en el marco de las libertades diseñado en
la Constitución”.
La Audiencia Provincial de Teruel29 continuaría con la línea fijada por las sentencias
de 1994 al absolver a unos padres por entender el Tribunal que “educar equivale a
desarrollar las facultades intelectuales y morales de una persona y ello puede lograrse
29 Sentencia 51/2009, de la Audiencia Provincial de Teruel de 16 de diciembre
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dentro o fuera del sistema educativo establecido por el Estado, mientras que
escolarizar es un término más restringido que, en nuestro Ordenamiento Jurídico,
implica el proporcionar al individuo unos determinados conocimientos y competencias
previamente definidos, proporcionados y evaluados por el Estado a través de unos
determinados centros homologados por el mismo. Por lo tanto la obligación de
escolarizar tiene un sentido más restringido que la obligación de educar” (FJ 2º)
4.2 En especial la STC 133/2010, de 2 de diciembre
En la Sentencia 133/2010 del Tribunal Constitucional se da respuesta a la cuestión
que, como hemos visto, había quedado abierta en la sentencia 260/1994, también del
Tribunal Constitucional, utilizando para ello como punto de partida el voto particular
formulado en la misma por el Magistrado Vicente Gimeno Sendra, quien considera que
“es cierto que la Constitución confiere a los padres el derecho, no sólo a impartir en el
seno de la familia (o unión de hecho) la religión que estimen conveniente, sino también
el de poder enviar a sus hijos al Colegio religioso que deseen e incluso el no menor
derecho fundamental a exigir de los poderes públicos la formación religiosa que se
adecúe a sus convicciones […] pero […] la libertad religiosa no ampara un supuesto
derecho de los padres a la no escolarización de los hijos bajo el pretexto de que sólo
ellos han de impartir la educación que estimen conveniente”.
De esta forma, expliquemos brevemente los hechos que dieron lugar al recurso de
amparo y la argumentación dada por el Tribunal a la hora de dar respuesta al mismo.
En primer lugar, el Ministerio Fiscal solicita al Juzgado de Primera Instancia nº2 de
Coín, en virtud de la DA 1º LO 1/199630, la inmediata escolarización de 5 menores
como consecuencia de la negativa por parte de sus padres, pese a las advertencias de la
obligación impuesta por el art. 154 CC, de proceder a la escolarización de los menores.
Consideran los padres que son ellos mismos quienes de forma personal deben ocuparse
de la educación de sus hijos, y que ello debe realizarse a través del hogar, pues gracias a
este método los menores reciben una educación más apropiada y eficaz que la que
pudiere recibirse en clases de 30 o 40 alumnos. 31
30 LO 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor
31 Alegan los padres que los menores hablan 5 idiomas, reciben clases de música, matemáticas, ciencias,
lengua y ética, de modo que a través de esta práctica no se está causando perjuicio alguno a los menores.
21
Además, los padres alegan que el MF no plantea el incumplimiento de la patria
potestad, sino el deber de escolarización obligatoria, deber que no se encuentra
expresamente recogido en nuestro texto constitucional. En efecto, la Constitución
Española, continúan los padres, establece el derecho a una educación dentro de unos
valores constitucionales, de modo que entienden que no debe confundirse la educación
con la escolarización.
Pese a las alegaciones de los padres, el Juzgado de Primera Instancia nº2 de Coín
estima la pretensión del MF y ordena la obligatoria escolarización de los cinco menores
a través de Sentencia de 5 de mayo de 200332, sin pronunciarse en la misma sobre la
calidad de la enseñanza que recibían los menores en el hogar sino en base a que el art.
27 CE no permite que los padres puedan negarle a sus hijos el derecho y, a la vez,
obligación, de participar en el sistema oficial de educación.
Ante esta respuesta, plantean los padres recurso de apelación ante la Audiencia
Provincial de Málaga alegando que “en el ámbito de la libertad de educación lo que se
plantea es una cuestión de inconstitucionalidad referida a la obligatoriedad de la
escolarización, que no es lo mismo y que no es necesaria cuando la enseñanza se
imparte de forma domiciliaria”, esto es, entienden los padres que se ha producido una
infracción del art. 27 CE, además de haberse producido una modificación de la causa
petendi, por haber solicitado el MF en su demanda que se diera cumplimiento al
mandato impuesto por el art. 154 CC, no del art. 27 CE.
Sin embargo, la Audiencia Provincial de Málaga resuelve en Sentencia 548/2005, de
6 de junio, la desestimación del recurso, confirmando, de esta forma, íntegramente, la
sentencia dictada en Primera Instancia, por entender que no existe modificación alguna,
pues los preceptos del Código Civil derivan del precepto constitucional sobre el cual se
ha resuelto.
Realiza, además, el Tribunal una interpretación restrictiva del precepto
constitucional, pues partiendo del voto particular, como hemos comentado con
anterioridad, del Magistrado Vicente Gimeno Sendra33, centra el debate únicamente en
32 Sentencia 36/2003, de 5 de mayo de 2003
33 “El presente recurso de amparo plantea el […] novedoso problema de determinar si el derecho a la
educación consiste en la «total libertad de los padres para orientar (a los hijos) hacia las convicciones
morales, religiosas o filosóficas que crean más adecuadas a su formación intelectual y somática […] o, si
dicho derecho consiste esencialmente en el derecho del niño a ser escolarizado con la consiguiente
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los términos de si la educación que reciben los menores en el hogar resulta suficiente
para cumplir el mandato constitucional impuesto por el apartado cuarto del art. 27, para
lo cual considera que los padres pueden decidir enviar a sus hijos al colegio que deseen,
así como exigir a los poderes públicos la formación que mejor se adecúe a sus
convicciones, pero no así el derecho a la no escolarización. El derecho a ser
escolarizado, concluye, es un derecho del menor, no de los padres.
Se interpone recurso de amparo núm. 7509-2005 por parte de los padres por entender
que se ha producido una vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva sin
indefensión y a un proceso con todas las garantías (art. 24 CE), del derecho a la
educación (art. 27 CE), así como del derecho a la no discriminación por razón de
nacionalidad (art. 14 CE)34. Solicitan, además, la suspensión de las resoluciones
impugnadas.
Por su parte, el MF solicita que se desestime el amparo solicitado, pues no existe
vulneración del art. 27 CE, aunque admite que si bien es cierto que no se prohíbe por la
Constitución la práctica del homeschooling y que lo que ocurre es que estamos en
presencia de una laguna normativa. Rechaza, también, que exista vulneración de los
preceptos 14 y 24 del texto constitucional y se opone a la suspensión solicitada por
entender que la misma carece de objeto, pues la escolarización ya debió efectuarse,
suspensión que finalmente se denegaría.
Se pronuncia el Tribunal Constitucional en sentencia de 2 de diciembre de 2010, y lo
hace contestado a los tres motivos alegados por los recurrentes, aunque los dos primeros
se analizan aquí de forma resumida, por resultar central para este trabajo la respuesta
dada a la pretendida vulneración del derecho a la educación.
De esta forma, por lo que respecta a la vulneración del art. 14 CE, el Tribunal
resuelve que el requisito de invocación previa tiene una doble finalidad (la de dar, en
primer lugar, a los órganos judiciales la oportunidad de pronunciarse sobre la eventual
vulneración y restablecer, en su caso, el derecho constitucional en sede judicial
ordinaria y, en segundo lugar, preservar el carácter subsidiario de la jurisdicción de
obligación de los poderes públicos de procurar dicha escolarización, incluso obligatoriamente, si ello
fuera del todo punto necesario. A mi parecer el art. 27.1 contempla el segundo de los citados derechos,
cuyo único titular originario son los niños, aun cuando, en circunstancias normales, los padres hayan de
ejercitarlo a través de la representación”
34 Se considera vulnerado este precepto constitucional porque alguno de los recurrentes tienen reconocido
en su país de origen el derecho a la enseñanza domiciliaria.
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amparo) y que la misma no fue atendida por los recurrentes, pues “no invocaron en
ningún momento, en su recurso de apelación, cuestión alguna relativa a la conducta
discriminatoria por razón de nacionalidad”35 y, por ello, de desestima el motivo.
En segundo lugar, y por lo que se refiere a la vulneración del art. 24 CE, en palabras
del Tribunal “la incongruencia extra petita se produce cuando el órgano judicial
concede algo no pedido o se pronuncia sobre una pretensión que no fue oportunamente
deducida por los litigantes e implica un desajuste o inadecuación entre el fallo o la
parte dispositiva de la resolución judicial y los términos en los que las partes
formularon sus pretensiones”, situación que entiende no se ha producido en este caso,
pues el Juez no queda en modo alguno vinculado de forma rígida a la literalidad de las
concretas pretensiones ejercitadas, sino únicamente a la esencia de lo pedido (principio
iura novit curia).
Centrándonos ya en la vulneración del art. 27 CE, comienza el Tribunal
Constitucional por aclarar que no existe laguna normativa alguna, tal y como pretenden
los recurrentes y el MF, pues “la cuestión de si la escolarización en la edad
correspondiente a los hijos de los recurrentes en amparo debe o no ser obligatoria ha
sido decidida expresamente, en sentido afirmativo, por el legislador”, de modo que la
no escolarización de los menores supone el incumplimiento por parte de los padres de
un deber legal fijado por el art. 4.2 LOE (art. 9 LOCE en el momento en que se
dilucidaba la cuestión), de modo que, únicamente debe el tribunal comprobar si dicha
imposición normativa resulta respetuosa con el derecho a la educación.
Como consecuencia de ello, procede el tribunal a desestimar este motivo del recurso
de amparo, y lo hace en base a dos razonamientos:
1) No se encuentra incluida en ninguna de las libertades constitucionales reconocidas
por el art. 27 CE la facultad por parte de los padres de elegir para sus hijos una
educación ajena al sistema de escolarización obligatoria por motivos pedagógicos36,
pues dentro de la libertad de enseñanza puede incluirse únicamente la libertad de poder
educar a sus hijos fuera del horario escolar, así como la posibilidad de creación de
35 FJ 2º de la STC 133/2010
36 FJ 5º STC 133/2010 “el derecho a la educación en su condición de derecho de libertad no alcanza a
proteger, siquiera sea prima facie, una pretendida facultad de los padres de elegir para sus hijos por
razones pedagógicas un tipo de enseñanza que implique su no escolarización en centros homologados de
carácter público o privado”
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centros docentes, pero no la facultad de no escolarizar a sus hijos. Tampoco podría
encuadrarse esta facultad de no escolarización dentro del derecho a la educación, pues
los padres cuentan únicamente con la libertad de elección del centro docente.37
2) Aún en el caso de que encontrara acomodo en el art. 27. 3 CE la facultad de los
padres de no escolarizar a sus hijos entiende el Tribunal que “la imposición del deber
de escolarización […] constituye un límite incorporado por el legislador que resulta
constitucionalmente viable por encontrar justificación en otras determinaciones
constitucionales contenidas en el propio art. 27 CE y por no generar una restricción
desproporcionada del derecho controvertido” (FJ 7º)
Añade el Tribunal que la Constitución impone la enseñanza básica obligatoria, no
fijando un periodo de escolarización obligatoria, de modo que el legislador puede
imponer dicha escolarización obligatoria por un periodo de diez años (comprendiendo
las edades de seis a dieciséis años) como consecuencia del margen de libre apreciación
política que le corresponde en virtud del principio de pluralismo político.
Sin embargo, no niega el Tribunal Constitucional que en virtud del texto
constitucional pudiere tener cabida la opción del homeschooling, pero el mismo no
puede erigirse como legislador positivo ni puede fijar las opciones educativas
alternativas a la escolaridad, pues ese papel le corresponde al legislador ordinario, el
cual considera que la educación no consiste en una mera transmisión de
conocimientos38, sino en la formación de ciudadanos responsables y que, por tanto, a
través de esta obligatoria escolarización se está dando cumplimiento a la finalidad de la
educación39, que es el libre desarrollo de la personalidad en el respeto de los valores
democráticos.
37 Madalen Goiria Montoya sostiene en “La opción de educar en casa” que <<se sitúa el derecho del
menor en el centro del modelo de protección, trasladando el derecho de los padres a que la educación
religiosa y moral que se transmita a sus hijos sea acorde con sus convicciones, a un segundo plano>>
(pág. 315)
38 Entiende el tribunal en el FJ 8º que a través de la obligatoria escolarización se ve satisfecha <<más
eficazmente>> la finalidad de la educación recogida en el párrafo segundo del art. 27 CE, pues el
contacto con la sociedad plural y con los diversos y heterogéneos  elementos que la integran forman parte
de la experiencia cotidiana que facilita la escolarización.
39 FJ 8º STC 133/2010 “La medida propuesta como alternativa en la demanda de amparo quizás resulte
menos restrictiva desde la perspectiva del derecho de los padres reconocido en el art. 27.3 CE, pero en
modo alguno resulta igualmente eficaz en punto a la satisfacción del mandato que la Constitución dirige a
los poderes públicos en el art. 27. 2 y que constitye, al tiempo, el contenido del derecho a la educación
reconocido en el art. 27. 1 CE”
25
Como consecuencia de todo lo expuesto, procede el tribunal a desestimar el recurso
de amparo en su integridad y a entender que la obligación impuesta por el actual art. 4.2
LOE resulta constitucionalmente inobjetable, de modo que, en la actualidad, no
encuentra cabida el homeschooling en nuestro ordenamiento jurídico por existir
prohibición legal expresa. Ahora bien, el TC deja la puerta abierta a su posible cabida
por entender que al no imponer la CE la escolarización obligatoria son posibles otras
opciones legislativas, las cuales corresponden al legislador ordinario.
Algunos autores no se han mostrado conforme con dicha sentencia por no estar de
acuerdo con la respuesta dada por el tribunal40 o por entender que el mismo adolece en
su argumentación de ciertas contradicciones.41
IV. EL HOMESCHOOLING EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO
ESPAÑOL
Como consecuencia de todo lo expuesto a lo largo del presente trabajo y en respuesta
a la pregunta inicial formulada en la introducción, esto es, si el homeschooling
encuentra encaje en nuestro ordenamiento jurídico, nos encontramos con que la
respuesta que ha de darse, en principio, es negativa, y ello porque el TC ha afirmado
que no existe laguna normativa en este punto y que la opción adoptada por el legislador
ordinario de imponer una escolarización obligatoria desde los seis hasta los dieciséis
años es válida.
Ahora bien, cuestión distinta es que se entienda que no estamos ante una práctica
inconstitucional42 pues, aunque la cuestión se haya zanjado por nuestro TC en la
sentencia 133/2010, entiendo, a la vista de todo lo expuesto, que resultaría posible la
admisión de la educación en casa como una opción educativa más, resultando preciso
para ello que el legislador ordinario tome conciencia de la realidad que supone en estos
días el fenómeno del homeschooling y adopte la decisión de no igualar de forma
restrictiva “escolarización” y “enseñanza”.
40 No se muestra conforme Rafael Navarro Valls en “La educación en casa o cuando el Estado invade la
vida privada de sus ciudadanos”
41 Souto Galván, Beatriz. Educación y Creencias. Nuevas y viejas querellas sobre cuestiones educativas.
Ed. Dykinson SL.  Madrid 2012 (pág. 315)
42 Recordemos, en este punto, que la Constitución Española no se pronuncia de forma expresa en torno a
la práctica del homeschooling y, como consecuencia de ello, parte de la doctrina entiende que es
perfectamente admisible este fenómeno.
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Y, aun a pesar de que se haya zanjado la cuestión por el TC, el mismo no ha
prohibido de manera taxativa la posibilidad del homeschooling, sino que ha admitido
que resultaría posible, no solo ésta práctica, sino opciones educativas diferentes a la
imperativa impuesta por el legislador, pero que, sin embargo, no es competencia del
Tribunal legislar, sino que ello que corresponde al legislador ordinario, como hemos
dicho.
Nuestro Tribunal Constitucional viene a mostrarse conforme con la Sentencia dictada
por el TEDH43 en el Asunto Konrad c. Alemania en 2006, en la cual se muestra el
Tribunal conforme con las decisiones gubernamentales que imponen la escolarización
obligatoria en el marco del sistema educativo oficial, y ello por considerar que la
finalidad de la institución educativa no consiste exclusivamente en la adquisición de
conocimientos, sino en la experiencia integradora, considerando que la misma en
realidad no puede lograrse del mismo modo a través de la educación en el hogar.44
Resalta el Catedrático de Derecho Constitucional de la UCLM Francisco Javier Díaz
Revorio que se extrae de la decisión adoptada por el TC la complejidad del asunto, pues
no se muestra una respuesta unívoca, y por ello entiende que debería darse cabida a
supuestos como la educación en el hogar, aunque siempre con un control por parte del
Estado que garantice la adquisición de conocimientos y competencias fijados por el
sistema educativo. 45
Por su parte, Rafael Caballero Sánchez46 entiende adecuada la decisión adoptada por
el TC, por cuanto, a su parecer, la educación debe capacitar al individuo para
desenvolverse en una sociedad plural, siendo ese el límite o dificultad fundamental con
43 STEDH, de 11 de septiembre de 2006 (Caso Konrad y Otros contra Alemania)
44 El Tribunal Europeo de Derecho Humanos, en su Decisión de Admisibilidad, dice lo siguiente
“La apreciación de estos objetivos no pueden ser satisfechos en la misma medida por la educación en el
propio domicilio, incluso en el caso de que ésta permitiera a los niños la adquisición del mismo nivel de
conocimientos que proporciona la educación primaria escolar…no es errónea y que cae dentro del margen
de apreciación que corresponde a los Estados signatarios en relación con el establecimiento y la
interpretación de las normas concernientes a sus correspondientes sistemas educativos”
45 Entiende el profesor Díaz Revorio que “Aunque parezca que la decisión del Tribunal Constitucional es
correcta, pues los valores constitucionales en juego (enseñanza básica obligatoria, libertad de enseñanza,
derechos educativos de los padres) muestran en este tema tendencias divergentes y no parecen dar una
solución unívoca y por tanto esta debe ser adoptada por el legislador>>, quien considera que <<debería
dar cabida en ciertos supuestos a alguna posibilidad de enseñanza en el hogar, siempre con un control del
Estado en cuanto a la adquisición de los conocimientos y competencias establecidos en el sistema
educativo”
46 El profesor de Derecho Administrativo en la UCM en “Las dificultades para el encaje de la educación
en casa en el sistema educativo español” dice literalmente que << En mi opinión, el privar a los chicos y
chicas de la interacción con otras personas de su edad en un centro escolar puede dificultar esa
integración de la persona en su entorno>>
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que se encuentra el homeschooling, pues opina que “desde luego, la escolarización no
es garantía necesaria de por sí para la integración social de los menores, y no cabe
duda de que en ocasiones el aula puede ser de hecho ocasión de conflictos personales y
traumas que pesen sobre una persona. No hay sistemas perfectos, pero por regla
general la escuela produce efectos beneficiosos para la generalidad del alumnado y es
un entorno controlado y positivo de inserción social, que permite el desarrollo y la
maduración de la persona”.
Además, deben tenerse en cuenta los textos internacionales en esta materia,
resultando de gran importancia el art. 29 de la Convención de los Derechos del Niño
visto con anterioridad, por cuanto el Comité General de los Derechos del Niño en su
Observación General No. 1 47 viene a interpretarlo del siguiente modo “el artículo
atribuye importancia al proceso por el que se ha de promover el derecho a la
educación. Así pues, los valores que se inculcan en el proceso educativo no deben
socavar, sino consolidar, los esfuerzos destinados a promover el disfrute de otros
derechos. En esto se incluyen no sólo los elementos integrantes del plan de estudios,
sino también los procesos de enseñanza, los métodos pedagógicos y el marco en el que
se imparte la educación, ya sea en el hogar, en la escuela u otros ámbitos. Los niños no
pierden sus derechos humanos al salir de la escuela”.
Como vemos, se admite la posibilidad de que la educación no se imparta única y
exclusivamente en la escuela, sino también en el hogar.
Entiende, además, que “el programa de estudios debe guardar una relación directa
con el marco social, cultural, ambiental y económico del niño y con sus necesidades
presentes y futuras, y tomar plenamente en cuenta las aptitudes en evolución del niño;
los métodos pedagógicos deben adaptarse a las distintas necesidades de los distintos
niños”, adaptación a las necesidades que pretende llevarse a cabo a través de la
educación en el hogar, pues se realiza una enseñanza individualizada.
Sin embargo, ante esta “puerta abierta” o posibilidad creada por el Tribunal
Constitucional, no son unánimes las reacciones de los padres homeschoolers, y ello
porque, mientras que una parte considera que es un gran paso y un avance hacia la
regulación y permisividad del mismo, otra parte se muestra reacia a la regulación.
47 Observación General No.1: Propósitos de la Educación CRC/GC/2001/1, Abril de 2001
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El motivo principal radica en que en la actualidad se produce una especie de
“tolerancia tácita”, pues pocos padres resultan perseguidos y rara vez acaba el asunto en
los tribunales, además, en pocas ocasiones supone consecuencias penales48 para los
padres, sino que acaba con la obligación de escolarizar a los menores y se lleva a cabo
por la vía civil. Por todo ello, una parte de padres homeschoolers prefieren que se
mantenga alejado el Estado y no intervenga.
Ahora, considero personalmente que la posibilidad planteada en sentencia de 2010
resulta positiva y entiendo como respuesta más apropiada la aceptación de la práctica
del homeschooling, aunque con un control mínimo por parte del Estado que se limite
únicamente a garantizar que los menores están siendo educados y no existe una
situación de desamparo o dejación por parte de los padres, y ello porque al analizar a lo
largo del presente trabajo el fenómeno del homeschooling se ha podido observar que los
menores no se encuentran en situación de desamparo, que no existe una dejación por
parte de los padres de sus deberes paterno-filiales y que, de hecho, los resultados
académicos de los menores resultan positivos.
El Tribunal Constitucional, en argumentación de su decisión, resalta que la
educación no consiste únicamente en la transmisión de conocimientos, sino también en
una convivencia en sociedad y en un respeto a los valores democráticos.
Pero, también ha podido observarse, cuando analizábamos los métodos educativos
empleados por los padres homeschoolers, que no se produce esa situación de
aislamiento del menor con respecto a la sociedad, sino que en muchas ocasiones la
educación que reciben no se realiza propiamente en el hogar, sino en puntos de
encuentro y que realizan actividades culturales o deportivas con otros niños
homeschoolers. Se adapta, además, la educación recibida a sus necesidades y, por ello,
los resultados académicos son positivos.
Este conjunto de datos, unidos a la no prohibición expresa por parte de la
Constitución, sin ánimo de efectuar en este trabajo una defensa del homeschooling, nos
48 El TS en su Sentencia 1669/1994, de 30 de octubre descarta la vía penal como la más adecuada para
estas situaciones, considerando que “debe estar reservada para aquellos supuestos en los que las
enseñanzas impartidas difunden ideas contrarias a la convivencia o la tolerancia, hacen apología de la
violencia, promuevan la discriminación por motivos raciales, religiosos o xenófobos, o favorezcan la
prostitución o corrupción de menores, sin perjuicio de la protección específica de estos valores en otros
preceptos del ordenamiento penal”
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conducirían a una respuesta afirmativa  por lo que respecta a su encaje en el
ordenamiento jurídico, siempre que se respetaran los valores constitucionales.
V. PROPUESTAS DE INCORPORACIÓN AL ORDENAMIENTO
JURÍDICO
Como consecuencia de la conclusión a la que se ha llegado con anterioridad, se
pretende en este punto dar a conocer algunas de las propuestas ofrecidas por las
asociaciones más importantes de nuestro país defensoras del homeschooling,
únicamente con la finalidad de ampliar nuestra visión acerca del fenómeno y conocer
algunas de las posibilidades a través de las cuales podría incorporarse el mismo en
nuestro ordenamiento jurídico, ya que con anterioridad se mencionó que no existe
obstáculo constitucional para la incorporación del mismo, y que podría tener cabida si
se pronunciara el legislador ordinario de una forma contraria a la que lo viene haciendo
hasta ahora.
En primer lugar, nos encontramos con la propuesta realizada por la Coordinadora
Catalana EeF49, que propone la posibilidad de cursar una enseñanza no presencial50 a
través de la inscripción en un Registro, en el cual deberán constar los datos del alumno
que pretende no asistir al colegio y a los efectos de que pueda realizarse un control por
parte de la Administración, control mínimo pero que garantice que no se está en
presencia de una situación de absentismo escolar o de dejación de los deberes paterno-
49 La propuesta realizada por la asociación Educar en Familia puede encontrarse en el siguiente enlace:
http://www.educarenfamilia.org/wp-content/uploads/2014/06/documentacio-eef.pdf
50 Art. 55 Ley 12/2009 “1. El Gobierno, para facilitar el derecho universal a la educación, debe desarrollar
una oferta adecuada de educación no presencial. 2. Se pueden impartir en la modalidad de educación
no presencial las enseñanzas postobligatorias, las enseñanzas que no conducen a titulaciones o
certificaciones con validez en todo el Estado, los cursos de formación preparatoria para las pruebas de
acceso al sistema educativo, la formación en las competencias básicas, la formación para el empleo y la
formación permanente. También pueden impartirse en dicha modalidad, excepcionalmente, enseñanzas
obligatorias y las demás enseñanzas que, en determinadas circunstancias, establezca el Departamento.
3. La oferta educativa no presencial debe caracterizarse por la variedad, la apertura y la flexibilidad para
alcanzar, especialmente, la extensión de la accesibilidad de esta formación, la simultaneidad con otras
enseñanzas y la complementariedad con otras acciones y estrategias formativas, así como la
compatibilidad con el trabajo. 4. Sin perjuicio de las modalidades de formación semipresencial y no
presencial que puedan implantarse en los centros públicos ordinarios, la Administración educativa debe
organizar a través de un centro singular la impartición específica de las enseñanzas en la modalidad de
educación no presencial.  5. El profesorado que imparte enseñanzas en la modalidad de educación no
presencial debe poseer la titulación requerida para cada etapa educativa y debe acreditar la capacitación
para ejercer la docencia utilizando medios telemáticos y los otros recursos propios de la educación no
presencial. 6. El Departamento puede autorizar a los centros privados a impartir enseñanzas
postobligatorias y enseñanzas superiores en la modalidad de educación no presencial. 7. El Departamento
debe crear y regular un registro en el que consten los datos de los alumnos que se acogen a la modalidad
de educación no presencial en enseñanzas de educación básica”
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filiales por parte de sus padres. En consonancia con ello, los padres deberán tolerar
dicho control. Se prevé, además, que los derechos de los menores que se encuentren en
esta situación de educación no presencial tendrán los mismos derechos que los menores
que acuden a un centro escolar, con la consecuencia inmediata de poder adquirir, en
plena igualdad, el Título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria.
Como vemos, la asociación EeF plantea el reconocimiento del homeschooling con un
control mínimo por parte de la Administración y una igualación de derechos por lo que
respecta a los menores, centrando el eje de ese reconocimiento en la creación de ese
Registro.
Por su parte, la Asociación para la Libre Educación fija como objetivo en su Estatuto
(art. 3) “reclamar el reconocimiento legal de esta opción educativa de manera que se
puedan obtener, sin penalización de edad, las certificaciones académicas oficiales
presentándose por libre a las pruebas que existan en la enseñanza presencial”51,
pretendiendo, por tanto, el reconocimiento del homeschooling y la posibilidad de
obtener la certificación académica oficial a través de esta opción educativa. 52
Se ha pretendido con ello mostrar únicamente las propuestas aportadas hasta el
momento, lo cual no supone una defensa de ninguna de las analizadas, sino una muestra
de que, lejos de ser perfecto puede nuestro ordenamiento jurídico acercarse a un mayor
respeto de los derechos constitucionales, en este caso, de los padres contemplado en el
art. 27. 3 CE.
51 El Estatuto de la Asociación ALE puede encontrarse en su página web oficial, concretamente en el
siguiente enlace: http://educacionlibre.org/wordpress/2014/04/10/estatutos/
52 Concretamente, la asociación en su página web fija como propuesta para la Administración la siguiente
“1) El reconocimiento expreso y en la práctica de lo que se conoce internacionalmente como
homeschooling, llamado en España “enseñanza doméstica, educación en familia, en el hogar,
escolarización en casa o en familia” y que se deje de considerar como absentismo escolar o abandono
familiar; así como el reconocimiento de la libertad de enseñanza y de métodos pedagógicos de los padres
– métodos que, de esta forma, se adaptarían a las necesidades educativas específicas de los menores cuyo
abanico es muy amplio.
2) Exámenes libres para la obtención de los títulos homologados correspondientes al Graduado en
Educación Secundaria y Bachillerato, con las mismas condiciones establecidas para alumnos
escolarizados en centros educativos y sin penalización por edad.
3) Mecanismos de ayudas y becas para las familias, habida cuenta del gasto económico que evita nuestra
situación y teniendo en cuenta que las familias que educamos en casa participamos activamente en el
sostenimiento del sistema educativo español a través de nuestros impuestos.
4) Explicitación en los Protocolos de absentismo de que la educación en el hogar no constituye
absentismo y por tanto, en esos casos no es aplicable ese protocolo.
En definitiva, nuestra propuesta es asumir la existencia de varias vías educativas válidas con sus métodos
pedagógicos específicos que puedan hacer frente al conjunto de necesidades educativas que demanda una
sociedad compleja como la actual”
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VI. CONCLUSIÓN
Como ha podido observarse, la Constitución Española de 1978 recoge, en su art. 27,
el derecho de los padres a educar a sus hijos conforme a sus propias convicciones,
dentro del cual los padres han pretendido incluir la práctica del homeschooling, esto es,
el derecho que les correspondería a ellos de educar a sus hijos menores en el hogar.
También hemos podido comprobar cómo, a través del legislador ordinario, se ha
incorporado en la LOE la obligación de los padres de escolarizar a sus hijos, esto es, fija
dicha ley en su art. 4 la imperativa escolarización de los menores de entre seis y
dieciséis años. Adopta el legislador esta decisión por entender que debe primar en todo
momento el derecho del menor a la educación, comprendido también en el art. 27 CE.
Esta respuesta dada por el legislador se encuentra en consonancia con los
instrumentos internacionales en materia de educación y defensa de los derechos del
menor, en los cuales se parte de la primacía del interés superior del menor, debiendo los
padres cumplir ese objetivo mediante la escolarización de sus hijos.
El Tribunal Constitucional tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre el asunto,
como sabemos, en la ya reiterada Sentencia 133/2010, entendiendo que la educación del
menor no puede consistir meramente en una transmisión de conocimientos teóricos,
sino que ha de garantizarse la integración del menor a la sociedad y educar al mismo en
los valores constitucionales, de modo que esa finalidad primordial fijada por la
Constitución se cumple más efectivamente a través de esa escolarización obligatoria.
Por tanto, pese a no ser inconstitucional la práctica del homeschooling, resulta más
adecuada la decisión del legislador de imponer la escolarización obligatoria, pues de la
ponderación de derechos efectuada se extrae que han de primar los derechos del menor
con respecto a los de los padres y que, si atendemos a intereses generales, se garantiza
mejor el derecho a la educación a través de esa vía.
Personalmente, considero acertados los argumentos dados por el Tribunal
Constitucional, así como los aducidos por el legislador, por cuanto, la manera más
eficaz de garantizar ese derecho a todo niño se lleva a cabo a través de dicha imposición
y de un consiguiente control por parte de las autoridades del cumplimiento de la misma,
de modo que actualmente es la respuesta más garantista con los derechos del niño.
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Ahora bien, lo anterior no significa que no se protejan los derechos de los menores
mediante la práctica del homeschooling. No se trata de una situación de abandono o
dejación por parte de los padres. Como hemos visto, los obstáculos de a sociabilidad
pueden solventarse mediante reuniones o actividades grupales, de modo que una
situación intermedia, como las propuestas planteadas en las que existe un control por
parte de las Autoridades, garantizaría ese derecho del menor y, a la vez, el derecho de
los padres a educar a sus hijos conforme a sus propias convicciones.
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